AL JUZGADO DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

---------------

-----------------------------------

--------------------------------------------------------, funcionario de la Junta de Andalucía perteneciente al Cuerpo de Ayudantes Técnicos, Especialidad Agentes de Medio Ambiente, en el puesto de -----------------------------------------------------------, con domicilio a efectos de notificaciones en -----------------------------------------------------, en nombre propio y ante el Juzgado comparezco y vengo a  FORMULAR:

DEMANDA

Contra la Resolución de 20 de Enero de 2.006, de la Delegación Provincial de -------- de la Consejería de Justicia y Administración Pública, por la que se convoca concurso de méritos para la provisión de puestos de trabajo vacantes en la provincia de ------------ en lo concerniente al puesto de -------------------------------------------------------------------------------------------------------------. Dicha Resolución fue publicada en BOJA núm. 25 de 7 de Febrero de 2.006 en la página núm. 183.


Que paso a basar en los siguientes hechos y fundamentos

HECHOS

ÚNICO.- La Resolución mediante la cual se convoca el concurso para la provisión del puesto de --------------------------------------------------------------, en teoría vacante, vienen a sustituir todos los puestos correspondientes al área de vigilancia y control medio ambiental a los que se han declarado a extinguir, por otros a los que en algunos casos se les cambia de denominación, como es mi caso, y se les eleva las retribuciones, manteniéndose las mismas funciones. Por esta razón en la práctica no dejan de ser los mismos puestos con distintos nombres, de ahí que realmente no se trate de puestos vacantes sino ocupados.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PROCESALES

PRIMERO.- Se interpone este recurso ante el Juzgado al que me dirijo por considerarlo competente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8.2.a) de la Ley 29/1998 de 13 de Julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

SEGUNDO.- En cuanto a la legitimación del recurrente, se está a lo prevenido en el artículo 19.1.a) de la Ley anteriormente mencionada.

TERCERO.- En lo referente a la legitimación pasiva; la Administración Pública demandada: Consejería de Justicia y Administración Pública de la Junta de Andalucía, está legitimada pasivamente por ser parte de la relación jurídico procesal, al tratarse de la autora de la Resolución impugnada, todo ello en función de los dispuesto en el artículo 21.1.a) de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contenciosa. También contra todos aquellos que puedan resultar afectados por el resultado del recurso.

CUARTO.- El recurso se interpone en plazo, al amparo de lo prevenido en el artículo 46 de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencioso.Administrativa.

QUINTO.- El presente Recurso se sustancia por el procedimiento abreviado de acuerdo a lo prevenido en el Capítulo II de la Ley 29/98.

SEXTO.- La cuantía del presente Recurso, siguiendo las normas establecidas en los artículos 41 y 42.2 de la Ley 29/98, se reputa indeterminada.

SÉPTIMO.- En cuanto a la prueba solicitada se sustancia según lo prevenido en el artículo 60 de esta comentada Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 29/98.

MATERIALES

PRIMERO.- Tal y como se expresa en los hechos, con el concurso objeto de la Resolución impugnada se concreta la reestructuración del servicio consistente en sustituir todos los puestos correspondientes al área de vigilancia y control medio ambiental a los que declara a extinguir, por otros homólogos a los que se les incrementan las retribuciones, manteniéndose las mismas funciones. Este procedimiento está diseñado para que sean los ocupantes de los puestos originarios los que concursen, y de esta forma una vez desocupados aquellos, proceder a extinguirlos, consiguiéndose así en teoría el fin de sustitución pretendido sin que en principio se produzca duplicidad de puestos.


No obstante, en la medida que los procedimientos ordinarios de concurso ostentan el carácter de voluntarios, en teoría yo no estaría obligado a concursar, pero realmente se me obliga a ello si quiero acceder al incremento retributivo asignado al puesto, que repito, es el mismo que ocupo pero con mayor dotación económica, establecida en base al aumento de funciones que en el transcurso del tiempo se le han ido asignando al Cuerpo, incremento que me debía de corresponder de forma automática al realizar ya dichas funciones de forma habitual.


De esa obligación de hecho a participar en el proceso en la medida que mi puesto (que realmente no se encuentra vacante) al salir a concurso ordinario puede ser ocupado por otros funcionarios, se derivan importantes perjuicios, entre otros la posibilidad de verme forzado a desplazarme a otra provincia, con lo que estaríamos ante una movilidad geográfica o un concurso de traslado encubierto.


Sin olvidar que la potestad organizativa de la Administración se constituye como un poder público otorgado por el ordenamiento para conseguir fines públicos, no por ello deben convertirse en un coto exento de la sumisión a la ley y al derecho, contrariando los artículos 9.1 y 103.1 de la Constitución, sobre todo cuando los afectados en sus expectativas e intereses por las modificaciones que implica su ejercicio son quienes integran su personal.


En este caso, la actuación de la Administración no guarda la necesaria proporción entre los medios que propone y el fin que persigue ya que debería llegarse a los mismos resultados utilizando otros mecanismos menos gravosos para el personal, mas acordes a la norma a través de la homologación automática de los puestos, alternativa que resulta ajustada a derecho porque el artículo 21.1.d. de la Ley 30/84 la contempla en términos generales, sin obligar al personal a soportar los perjuicios derivados del procedimiento elegido, cuando a mayor abundamiento tiene derecho a la percepción automática de los incrementos por estar realizando ya de forma habitual las funciones que los justifican.


Sin embargo, la Administración pretende utilizar los procedimientos ordinarios para la provisión de puestos de trabajo, que según toda la normativa de aplicación lo constituyen el concurso y el procedimiento de libre designación, a través de los cuales se canaliza la decisión voluntaria del funcionario para acceder a un puesto de trabajo determinado. No es este el caso, porque al personal afectado se le obliga a concursar de hecho y con ello se conculca la legalidad al excluir la voluntariedad.


Esa conculcación de la legalidad se produce porque cuando los cambios de puestos de trabajo tendentes a la reestructuración de ámbitos determinados de la Administración, como es el caso que nos ocupa, se llevan a cabo no por decisión de los funcionarios, sino por la voluntad unilateral de la Administración, la norma, especialmente artículos 18 y 20.1.g. de la Ley 30/84 y Decretos de desarrollo, establece otros mecanismos canalizados a través de las figuras de la redistribución o reasignación de efectivos formalmente adaptados a las actuaciones de los Planes de Empleo especialmente diseñados para llevar a cabo actuaciones específicas en determinados ámbitos. Entre dichas medidas se encuentran: la propia reasignación de efectivos, el establecimiento de cursos de formación y capacitación (entre ellos los previstos en el artículo 23 de la Ley de Ordenación de la Función Pública de la Junta de Andalucía 6/85 que permiten la adquisición de grados superiores, autorización de concursos de provisión de puestos limitados al personal de los ámbitos que se determinen, así como medidas específicas de promoción interna.


Todas ellas plenamente adecuadas a la finalidad real del proceso, siendo a estos procedimientos a los que debía someterse la Administración y no lo ha hecho, conculcando de esta forma: primero la legalidad; después incurrir en fraude de ley como consecuencia de utilizar los procedimientos ordinarios de concurso, revistiendo de voluntariedad la decisión de participar en ellos, cuando realmente nos encontramos ante una obligación; y finalmente en desviación de poder en la medida que: no se modifican las funciones; no se pretende una mejora del servicio; se persigue soslayar la subida automática de niveles y el incremento retributivo que lleva aparejado para evitar un supuesto agravio comparativo con otros colectivos, que se convierte en la finalidad real del proceso.

SEGUNDO.- También es necesario poner de manifiesto la falta de negociación real del procedimiento ya que toda negociación debe estar presidida por la buena fe, que se pone de manifiesto cuando ambas partes ceden en sus posturas iniciales en el intento de llegar a un acuerdo.

TERCERO.- Caso de llevarse a la práctica el concurso, en la hipótesis de que ninguno de los que en este momento están ocupando las plazas declaradas a extinguir concursara a las plazas de la nueva estructura, o bien fueran ocupadas por otros funcionarios, se produciría el mantenimiento de dos estructuras paralelas, al darse duplicidad de puestos, contraviniendo el principio de eficacia a la que la administración está obligada de acuerdo a lo prevenido en el artículo 103.1 de la C.E.

CUARTO.- Si me decido a no participar en el concurso, también se me producirían graves perjuicios, al producirse diferencias retributivas muy significativas entre el actual y el de concurso, que es de  ------------------ brutos anuales para la presente anualidad.

Esta diferencia, al ser igual las funciones a desarrollar por los Agentes en uno u otro puesto, tal y como se pone de manifiesto en la Carta de Servicios de los Agentes de Medio Ambiente aprobada por Orden de 1 de Diciembre de 2005 (BOJA número 246 de 20 de Diciembre) en la que se establecen los servicios que el ciudadano puede demandar tanto a los que se mantengan con los parámetros anteriores, como a los que ocupen las nuevas plazas, sea cual sea su nivel de complemento de destino, van a dar lugar a la vulneración del principio de igualdad que el artículo 14 de nuestra Constitución establece.

En virtud de lo expuesto

AL JUZGADO SUPLICO: Que tenga por presentado este escrito, con las copias y documentos que le acompañan, se sirva admitirlo y tramitarlo por la vía del procedimiento ABREVIADO, y tener por interpuesto 
RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, contra la Resolución de 20 de Enero de 2.006, de la Delegación Provincial de ----------------- de la Consejería de Justicia y Administración Pública, por la que se convoca concurso de méritos para la provisión de puestos de trabajo vacantes en la provincia de ---------------- en lo concerniente al puesto de -----------------------------------------------------------------------, publicada en BOJA núm. 25 de 7 de Febrero de 2006, y que el momento procesal oportuno resuelva de acuerdo a derecho, declarando la nulidad parcial de la Resolución recurrida en lo atinente a la exclusión de la relación de plazas objeto del concurso de la plaza de código de ____________por resultar su inclusión contraria a derecho.

Por ser de justicia que respetuosamente se solicita en ------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------.

Fdo.- ----------------------------------------------------

